Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 2 minutos) 


La Comisión de Medio Ambiente tiene el agrado de recibir a los representantes de la Cámara Nacional de Comercio 
y Servicios del Uruguay, quienes han sido invitados para brindar su opinión sobre el proyecto de ley presentado, relativo a la 
creación de un sistema de gestión de residuos de artefactos eléctricos y electrónicos. 


Les damos la bienvenida y les cedemos la palabra. 


SEÑOR PEREIRA.- Como Presidente de la Comisión de Medio Ambiente de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del 
Uruguay, agradezco a la Comisión de Medio Ambiente del Senado que nos reciba en el día de hoy. 


SEÑOR MACCIÓ.- Buenas tardes. Soy el Gerente de gremiales de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios. 
Agradecemos que nos hayan recibido en este ámbito para referirnos al proyecto de ley relativo al sistema de gestión de 
residuos de artefactos eléctricos y electrónicos. La Cámara Nacional de Comercio y Servicios conformó una Subcomisión 
para analizar, junto con los diferentes sectores vinculados a las telecomunicaciones y a la importación de artículos eléctricos y 
electrónicos, entre otros, el contenido de esta iniciativa y hacer comparaciones con las experiencias de otros países. En 
función de eso, vamos a presentar algunas sugerencias y a realizar aportes a este proyecto de ley. 


Durante estos últimos meses, la Subcomisión se ha reunido en forma periódica y ha recabado información. El 15 de 
julio presentó un memorando —que fue recibido en el seno de esta Comisión de Medio Ambiente— en el que constan sus 
principales aportes y sugerencias al proyecto de ley en cuestión. En virtud de ello, continuó trabajando y solicitó audiencia a 
esta Comisión de Medio Ambiente para trasladar a los señores Senadores lo que se manifestaba en ese memorando. 


Paralelamente, el proyecto de ley comenzó a ser analizado artículo por artículo y agradecemos la oportunidad que 
hoy nos brindan para presentar un segundo memorando, en el que se hacen aclaraciones, se plantean sugerencias y se 
realizan aportes, como una forma de complementar aquel primer memorando del 15 de julio, en lo que tiene que ver con los 
diferentes artículos que están siendo objeto de consideración. 


En el día de hoy nos acompañan integrantes de los diferentes sectores que conforman esta Subcomisión de Medio 
Ambiente, entre otros, empresarios, representantes de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay, de la Cámara 
Uruguaya de Importadores de Máquinas de Oficina e Informática y de la Cámara de Comercio de Artículos de Electricidad y 
Electrónica. 


Propongo que la Doctora Mercedes Aramendía, representante de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay, 
haga uso de la palabra. 


SEÑORA ARAMENDÍA.- Agradecemos que nos hayan recibido en el día de hoy para poder manifestar nuestras opiniones y 
comentarios. Por otro lado, quiero señalar que concurro en calidad de asesora de la Cámara de Telecomunicaciones del 
Uruguay. Como bien señaló el señor Macció, el día 15 de julio remitimos a esta Comisión del Senado un memorando que 
contiene las principales ideas y opiniones de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios respecto de esta temática. 


Si bien consideramos que esta es una buena iniciativa, creemos conveniente que debido a la importancia de este 
tema y el desarrollo que implica, tanto a nivel nacional como internacional, hay distintos aspectos que se deben regular. 


En primer lugar, tal como expresamos en el memorando, el proceso debería iniciarse prohibiendo la importación de 
productos usados. En los países del Primer Mundo es muy común sacar del medio —como forma de olvidar el problema de la 
reutilización, el reciclaje, etcétera- aquellos aparatos que ya no resultan útiles o modernos, exportándolos a los países del 
Tercer Mundo. En un principio esto resulta beneficioso para nosotros en tanto estos aparatos continúan siendo modernos, 
pero en una segunda instancia y en poco tiempo dejan de serlo, transformándose en residuos. 


En segundo término, creemos que es fundamental que se genere conciencia sobre la importancia de este tema, no 
sólo a nivel de fabricantes e importadores, sino también de los usuarios y consumidores, que son gestores directos de estos 
aparatos y forman parte de esta cadena, de la cual cada eslabón comienza por los importadores, los fabricantes y los 
comerciantes, y termina en los usuarios. Todos ellos tienen que saber cómo y cuándo actuar respecto de la forma de disponer 
de estos aparatos. 


En tercer lugar, consideramos que las empresas abordan el tema ambiental por diversas razones, entre otras, por 
estímulos o conciencia social. 


En última instancia, partimos de la base de que en nuestra República contamos con la Ley N* 17.283, ley madre en 
cuanto a la protección del medio ambiente, a la que da mandamiento el artículo 47 de nuestra Constitución. 


Por nuestra parte, entendemos que sería bueno que el Poder Ejecutivo reglamentara la ley, ya que si bien existe 
desde hace muchos años, aún no se ha reglamentado y, en consecuencia, no se ha aplicado. Tal como los señores 
Senadores sabrán, en esta ley se prevé que intervenir en el manejo de los residuos en general, y fundamentalmente de los 
electrónicos -que son los que nos ocupan-, es un deber tanto de los ciudadanos como del Estado. Asimismo, hemos pensado 
que a los efectos de que después se puedan analizar los comentarios, los puntos de vista y las propuestas que formulemos 
en esta materia, lo mejor es apuntar directamente al proyecto en el que los señores Senadores están trabajando, para lo cual 
creo que ya está en poder de esta Comisión el material que hemos traído. 


Concretamente, hemos elaborado un conjunto de propuestas que, a nuestro juicio, deberían considerarse en una 
posible reglamentación. En realidad, no pensamos que sea necesario tener una ley sobre este tema, sino que, repito, se 
debería reglamentar la ley madre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de proceder a analizar las sugerencias que se están presentando, quisiera confirmar si, 
efectivamente, lo que nuestros invitados nos plantean es que se reglamente la ley que regula el tema medioambiental, ya que 
observo que, al mismo tiempo, nos están entregando un material con propuestas sobre el proyecto de ley que tenemos a 
estudio. Por consiguiente, quisiera saber cómo se concilian ambas posiciones y por qué se entiende que la reglamentación 
resultaría más abarcativa que este nuevo proyecto que estamos analizando. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- En primer lugar, como Presidente de la Cámara de Telecomunicaciones, quiero agradecer a la 
Comisión de Medio Ambiente del Senado por habernos recibido. 


Creo que la reflexión que ha hecho el señor Presidente es muy correcta y desde ahora adelanto que en la Comisión 
que integramos ya se ha planteado esa misma inquietud. En realidad lo que sucede es que, desde nuestro punto de vista, no 
hay dudas en cuanto a que la ley aprobada en su momento —que no fue reglamentada, ni debida ni indebidamente- es lo 
suficientemente abarcativa como para considerar a los residuos tecnológicos también en ella. Pensamos que mucho de lo 
que han recibido los señores Senadores, así como aquello sobre lo que han trabajado, podría constituir una muy buena base 
para la reglamentación. Más allá de eso, en el entendido de que esta Comisión está trabajando en un proyecto de ley 
determinado, no queremos dejar de dar nuestra opinión al respecto. 


Por lo tanto reitero que, a nuestro juicio, no es necesario aprobar una nueva ley sino reglamentar adecuadamente la 
ley marco que, incluso, es muy amplia, ya que también considera lo relativo a la cadena que mencionaba anteriormente la 
doctora Aramendía. Creemos que en este tema no hay que actuar solamente sobre lo vinculado a los fabricantes, 
distribuidores y comerciantes, sino que también importa mucho lo que va a hacer el usuario final. No hay que olvidar que, 
quienes aquí estamos, salvo cuando actuamos como consumidores, no podemos ubicarnos en esa posición. De alguna 
forma, es preciso motivar a los usuarios finales de todos estos equipos para que, efectivamente, hagan una disposición 
adecuada de ellos porque, en caso contrario, estaríamos ante una letra fría que se plasmaría solo en los documentos y no 
lograría su objetivo. 


Quiero destacar que el objetivo es que se genere una normativa o reglamentación para que esto dé resultado; todos 
nos preocupamos por cuidar el medio ambiente —en el que vivirán nuestros hijos y nietos- y pretendemos que esté en 
mejores condiciones. Pero para eso debemos actuar con conciencia medioambiental. Si bien es necesario que fabricantes y 
comerciantes procedan de esa forma, ello no es suficiente; todos deben actuar en esa cadena de valor. 


Este proyecto de ley también habla de la creación de ciertos incentivos o motivaciones para quien produce o fabrica 
y luego genere un procedimiento de disposición adecuada. 


Retomando la pregunta que se me ha formulado, entendemos que sería suficiente con la reglamentación. Por 
supuesto, como legisladores, ustedes tienen la potestad de decidir qué es lo mejor para nuestro país, pero si se continuara 
con el estudio de este proyecto de ley, hay ciertos aspectos sobre los cuales podemos presentar algunos aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite hacer una aclaración de recibo, quiero reiterar lo que ya expresé en otra reunión 
anterior: el Poder Legislativo elabora las leyes y el Poder Ejecutivo las reglamenta; la reglamentación no es nuestra 
competencia, pero sí la legislación, sobre todo en un tema que es absolutamente específico. No obstante, compartimos 
absolutamente —por lo menos, en lo que me es personal- los planteos realizados. 


SEÑOR DERRÉGIBUS..- En síntesis, nos preocupa que se genere una nueva ley, que tampoco se reglamente y que estemos 
volviendo a una situación similar a la que hoy tenemos. Seguramente, tal como lo expresa el señor Presidente, este no es el 
ámbito para hacer estos planteos, pero ya que estamos aquí aprovechamos la oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo un insumo de la conversación previa que mantuvimos hace unos minutos, y una vez que 
termine la comparecencia de ustedes en la Comisión, voy a proponer que la versión taquigráfica de las palabras expresadas 
sea derivada al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, para que se tenga presente en el paso que 
falta dar, pues me parece correcto que si la situación se puede resolver mediante la reglamentación, entonces, ¿para qué 
legislar? 


SEÑORA ARAMENDÍA.- Si los señores Senadores están de acuerdo, pasamos al estudio del articulado del proyecto de ley 
presentado por el señor Presidente y posteriormente hacemos los comentarios sobre nuestro memorando. 


El artículo 1? del proyecto de ley establece lo siguiente: 
“Créase el sistema de Gestión de Residuos de aparatos eléctricos y electrónicos.” 


Consideramos que en el Uruguay no existe conocimiento ni antecedente de sistemas de este estilo, por lo que 
pensamos que sería bueno que se establecieran los objetivos del sistema. Limitándonos a establecer que se crea un Sistema 
de Gestión de Residuos de aparatos eléctricos y electrónicos, no permitimos ver cuál es el verdadero objeto o fondo del 
asunto, ni cuál es la estrategia para el manejo de esta clase de residuos. La gestión de residuos de aparatos eléctricos y 
electrónicos debe consistir en un conjunto de acciones encaminadas a darles un destino más adecuado desde el punto de 
vista ambiental, teniendo en cuenta sus características, volumen, procedencia, posibilidades de recuperación, 
aprovechamiento y disposición final. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta esta consideración, proponemos como artículo 1* el siguiente: 


“Créase el sistema de 'Gestión de Residuos de Aparatos eléctricos y electrónicos”, para regular la clasificación, el 
tratamiento, el reciclaje y la disposición final de los Residuos de aparatos eléctricos y electrónicos; teniendo en cuenta sus 
características, volumen, procedencia, posibilidades de recuperación, aprovechamiento y disposición final.” 


Ahora bien, el artículo 2? expresa: 


“Estará integrado por fabricantes de los aparatos eléctricos y electrónicos y por los comercios que venden dichos 
equipamientos.” 


Como comentario de este artículo, señalamos que al integrar el sistema únicamente con los fabricantes y con los 
comerciantes de dichos aparatos, se está dejando fuera a muchos otros sujetos que están activamente relacionados con la 
generación y la futura disposición. El sistema debería integrarse por todas aquellas personas naturales o jurídicas que 
importen, produzcan, comercialicen y generen residuos de aparatos eléctricos y electrónicos. Consideramos que cualquier 
persona, natural o jurídica, cuya actividad produzca residuos o desechos eléctricos es generadora de este tipo de residuos. 
Puede ser el importador, el fabricante, el comercializador, el distribuidor y el mismo consumidor de aparatos eléctricos y 
electrónicos. Asimismo, entendemos que por más que exista un sistema de gestión de residuos, si no se invierte en 
conciencia social y no se trabaja a lo largo de la cadena, desde el origen hasta el final, involucrando a los diversos actores - 
fabricantes, distribuidores, comerciantes, consumidores y usuarios-, de poco va a servir el sistema. Es importante que todos 
se sientan parte, de manera que efectivamente colaboren con su fin. 


En consecuencia, como propuesta establecemos que el artículo 2? podría redactarse de la siguiente manera: 


“Estará integrado por todas aquellas personas naturales o jurídicas que importen, produzcan, comercialicen y 
generen Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos.” 


El artículo 3* dice: 


“Se entiende por aparatos eléctricos y electrónicos aquellos que necesitan para su funcionamiento corriente eléctrica 
o campos electromagnéticos.” 


Con respecto a este artículo, no tenemos una propuesta concreta. Lo que sí nos planteamos es qué ocurre con 
aquellos aparatos necesarios para generar, trasmitir y medir dichas corrientes. Consideramos que deberían estar incluidos, 
pero dejamos esta idea como comentario, supeditado a lo que piensen los señores Senadores. 


El artículo 4* propone: 


“El Poder Ejecutivo establecerá el listado de aparatos, lámparas y otros equipos sujetos a la aplicación de la 
presente ley.” 


En realidad, sobre este artículo no tenemos comentarios que formular. Si bien es amplio y consideramos que cada 
uno de los aparatos que formarán parte de esta gestión va a merecer un tratamiento diverso, pensamos que ello se 
establecerá en la reglamentación. 


El artículo 5% expresa: 


“Se establece la obligatoriedad para los integrantes del sistema de la recepción de los aparatos eléctricos y 
electrónicos sin costo para el cliente que adquiere el sustituto del mismo o que disponga de los mismos, siempre que su 
adquisición se haya verificado en esa fábrica o comercio. 


La recepción de estos aparatos puede ser delegada en gestores debidamente autorizados por el MVOTMA, ya sean 
estos particulares o estatales.” 


En los comentarios que hicimos sobre este artículo, señalamos determinados artículos de la ley madre que 
pensamos son de aplicación y deben ser considerados. El artículo 21 (Residuos) de la Ley N* 17.283 señala: “Es de interés 
general la protección del ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del manejo y disposición de los residuos 
cualquiera sea su tipo”. Y continúa diciendo, en el inciso siguiente: “El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente —en acuerdo con los Gobiernos Departamentales, en lo que corresponda y de conformidad con el artículo 8% 
de esta ley- dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para regular la generación, recolección, transporte, 
almacenamiento, comercialización, tratamiento y disposición final de los residuos”. Por otro lado, mediante el artículo 3” de 
esa misma ley se regulan los deberes de las personas, estableciendo: “Las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, 
tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves del medio 
ambiente”. Como contracara, el artículo 4% establece cuáles son los deberes del Estado e indica: “Es deber fundamental del 
Estado y de las entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo ambientalmente sostenible, protegiendo el 
ambiente y, si éste fuere deteriorado, recuperarlo o exigir que sea recuperado”. Entendemos que el dictado de la 
reglamentación conlleva a propiciar un “modelo de desarrollo ambientalmente sostenible.” 


A nuestro juicio, de estos dos artículos transcriptos —en los que se establecen los deberes de los ciudadanos y los 
del Estado- se desprenden dos consecuencias a destacar. En primer lugar, es al Estado al que corresponde la tarea de 
propiciar un modelo de desarrollo ambiental sostenible, de manera que se proteja o se recupere el ambiente. En segundo 
término, tanto las personas físicas como las jurídicas tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 
destrucción o contaminación graves del medio ambiente. En este sentido, entendemos que se deberían delimitar tanto los 
derechos como las obligaciones del Estado, de los importadores, productores y comercializadores de aparatos eléctricos y 
electrónicos, así como de los usuarios y de los gestores de los residuos de tales aparatos. Es importante trabajar a lo largo de 
toda la cadena de involucrados para, de esa manera, poder crear conciencia social. 


Dicho esto, describimos nuestra propuesta. 


El artículo 5%, llamado Deberes y Derechos, establecería: 


*1- Del Estado: El Estado por medio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente debe 
garantizar un medio ambiente saludable, para lo cual debe diseñar políticas públicas para la gestión integral de los Residuos 
de Aparatos Eléctricos y Electrónicos. Deberá fomentar la retoma y recolección; y vincular a los diversos sectores y a la 
ciudadanía en general a las campañas, programas y proyectos para la disminución de los Residuos de Aparatos eléctricos y 
electrónicos. En último lugar, podrá exigir el cumplimiento de la presente ley, así como crear y participar en empresas 
gestoras. 


2- Del Importador, Productor y Comercializador de Aparatos Eléctricos y Electrónicos: Deben recibir los aparatos 
eléctricos y electrónicos sin costo para el cliente que adquiere el sustituto del mismo o que disponga de los mismos, siempre 
que su adquisición se haya verificado en esa fábrica o comercio. Sin perjuicio de la potestad de delegar en Gestores 
debidamente autorizados por el MVOTMA, la recepción de los mismos. 


Podrán solicitar del Estado la creación de estímulos por su compromiso en la gestión integral de Residuos de 
Aparatos eléctricos y electrónicos, así como exigir condiciones favorables para la elaboración de planes, programas y 
proyectos para una gestión integral. 


3- De los Usuarios: Deben entregar los RAEE en los sitios oficiales establecidos por los importadores, los 
productores y comercializadores o por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; asumiendo la 
corresponsabilidad social por una gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos. Tendrán derecho a 
recibir información sobre los planes de devolución y a participar directa o por medio de asociaciones civiles en la elaboración 
de planes y proyectos de disposición integral de estos residuos. 


4- De los Gestores: Podrán estar a cargo por delegación de la recepción de estos aparatos. Deberán estar 
autorizados por el MVOTMA, ya sean estos particulares o estatales. Tendrán derecho a recibir del Estado la capacitación y el 
apoyo en investigación y tecnología para el manejo adecuado de los Residuos.” 


Procedemos ahora al análisis del artículo 6* del proyecto de ley, que dice: 


“Los integrantes del sistema podrán recuperar por sí o mediante gestores autorizados por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los materiales de valor obtenidos de los equipos así dispuestos”. 


Respecto de este artículo, consideramos adecuado que se busque la recuperación de aquellos materiales de valor 
de los equipos así dispuestos, pero entendemos que también se debería buscar y fomentar el reciclaje y el reúso. 


En este sentido, proponemos la siguiente redacción: 


“Los integrantes del sistema buscarán reciclar y reutilizar los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos, sin 
perjuicio de que podrán recuperar por sí o mediante gestores autorizados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente los materiales de valor obtenidos de los equipos así dispuestos.” 


El artículo 7* del proyecto de ley establece: 


“La gestión de los equipamientos deberá hacerse con las normas de seguridad laboral para los operarios que 
establezca el Poder Ejecutivo. 


Los aparatos o los materiales obtenidos de los mismos de valor comercial podrán ser comercializados por los 
integrantes del Sistema.” 


Con respecto al primer inciso de este artículo, comentamos que estamos totalmente de acuerdo. 


Por su parte, con relación al segundo inciso y a lo dispuesto en el artículo 6%, si bien consideramos como un buen 
estímulo que se puedan recuperar los materiales de valor obtenidos de los equipos así dispuestos o que se comercialicen los 
aparatos o los materiales de ellos obtenidos, entendemos que es importante evitar la generación de un mercado que se 
dedique a importar maquinaria usada de otros países con el fin de recuperarla. 


Al respecto, a nivel internacional es muy común que los países más desarrollados exporten a los del Tercer Mundo 
aparatos usados, ya que para ellos son residuos. Si bien a los países del Tercer Mundo esta suerte de importación les resulta, 
en primera instancia, ventajosa, por cuanto se pueden adquirir determinados productos a un precio menor al de plaza, la 
verdad es que rápidamente se vuelven obsoletos, transformándose en desechos. De esta forma, lo que realmente está 
ocurriendo es que los países desarrollados se deshacen de este tipo de aparatos en vez de darles el tratamiento que 
corresponde. 


En Uruguay contamos con normativa nacional e internacional que regula esta materia. Al respecto, encontramos el 
Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, de 1989, 
aprobado por la Ley N* 16.221, de 22 de octubre de 1991, y la Ley de Desechos Peligrosos N* 17.220, de 11 de noviembre 
de 1999, por la que se prohíbe la introducción, en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, de todo tipo de desechos 
peligrosos. 


La vida útil de estos aparatos usados es muy corta y rápidamente se transforman en desechos por lo que, en 
realidad —teniendo en cuenta que su movilización está prohibida— al permitir este tipo de importaciones se está encubriendo 
un tráfico ilícito de desechos. 


Asimismo, considerando que puede desarrollarse un mercado que se base en la comercialización de los productos 
de valor obtenidos de dichos aparatos, su importación podrá incrementarse, generando directamente la creación de mayores 
residuos. 


Por lo expuesto, entendemos primordial que se dicte un artículo específico que prohíba la importación de productos 
usados, por cuanto rápidamente se volverán obsoletos, transformándose en residuos o, directamente, lo que reste de la 
comercialización de sus productos de valor generará mayor cantidad de residuos. 


En último término, específicamente en lo que respecta a la comercialización de los productos de valor obtenidos, 
pensamos que previo a su comercialización se debería contar con algún certificado -ya sea del LATU, de la UNIT o similar— 
que acredite su calidad. 


Por lo expuesto, a raíz de lo dispuesto por el artículo 7%, consideramos que deberían dictarse tres artículos 
diversos. 


Nuestra propuesta sería la siguiente: 


“Artículo 7”. La gestión de los equipamientos deberá hacerse con las normas de seguridad laboral para los 
operarios que establezca el Poder Ejecutivo.” 


Como se verá, nuestra sugerencia es igual al primer inciso del mismo artículo del proyecto de ley. 


“Artículo 8%. Los aparatos o los materiales obtenidos de los mismos de valor comercial, tras una certificación de 
calidad, podrán ser comercializados por los integrantes del Sistema.” 


“Artículo 9%. Se prohíbe la introducción de Aparatos Eléctricos y Electrónicos usados a la República Oriental del 
Uruguay, que no sean para el consumo personal, de manera de evitar la generación de mayores Residuos eléctricos y 
electrónicos.” 


Ahora procederemos al análisis del artículo 8” del proyecto de ley, cuyo texto establece: 


“Los fabricantes de los aparatos y los distribuidores deberán identificar quién es el fabricante o el comercio que lo 
vendió a efectos de facilitar el retorno del aparato desechado al fabricante o al comercio.” 


Con respecto a este artículo, no tenemos comentarios que realizar. 
El artículo 9, por su parte, expresa: “La recepción será sin cargo para el cliente usuario del Sistema.” 


Según surge de la actuación del día 12 de agosto de 2009, publicada en la página web, este artículo fue eliminado; 
por lo tanto, no tenemos comentarios al respecto. 


El artículo 10 dice: “Los fabricantes e importadores deberán asegurar mediante el etiquetado del producto en origen 
que los aparatos no contengan materiales considerados prohibidos o limitados en su uso en la directiva de la Unión Europea, 
sobre Restricción de uso de ciertas Sustancias Peligrosas (Restriction of use of certain Hazardous Substances), normas 
RoHS.” 


Todos los productos importados de Europa cumplen con este requisito, pero no ocurre lo mismo con aquellos 
productos importados de otros países, que no tienen esta obligación pero sí otras del estilo. Por esta razón, entendemos que 
sería adecuado que para aquellos productos provenientes de diversos países se exija el cumplimiento de las normas de 
calidad y control propias de dichos países. 


Por ende, proponemos lo siguiente: 


“Los fabricantes e importadores deberán asegurar mediante el etiquetado del producto en origen que los aparatos no 
contengan materiales considerados prohibidos o limitados en su uso en la directiva de la Unión Europea, sobre Restricción de 
uso de ciertas Sustancias Peligrosas (Restriction of use of certain Hazardous Substances), normas RoHs; o en su caso que 
cumplan con las normas de calidad y control propias del país.” 


El artículo 11 del proyecto de ley dice: 


“Las autoridades del MVOTMA determinarán el destino y tratamiento de las partes que no puedan ser recuperadas, 
evitando los impactos medioambientales derivados de su disposición.” 


Sobre esta disposición no tenemos comentarios que hacer. 
El artículo 12 señala: 


“Por la presente ley se establece un plazo de doce meses para su entrada en vigencia a efectos de organizar el 
Sistema de recogida así como la implementación de la recuperación de los materiales de valor comercial.” 


A este respecto queremos comentar que, a nuestro juicio, es importante que se establezcan plazos graduables y 
progresivos para que el sistema y las medidas que implica, efectivamente se apliquen. 


Asimismo, es necesario que se prevea qué ocurrirá con aquellos productos que se hayan introducido al mercado 
previamente a la existencia de la ley. 


Por estas razones, proponemos el siguiente artículo: 


“Para la aplicación de la presente ley se establecerán plazos graduables y progresivos de las nuevas exigencias, de 
manera de permitir la adecuada organización del Sistema de recogida así como la implementación de la recuperación de los 
materiales de valor comercial. 


El tratamiento de aquellos aparatos eléctricos y electrónicos que hayan sido introducidos al mercado previo a la 
existencia de esta ley estará a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Para el caso de 
que las empresas se hagan cargo del mismo recibirán determinados estímulos económicos.” 


Creemos que debe invertirse en conciencia social; crear conciencia social sobre la problemática en todo su 
proceso, desde el origen hasta el final, puesto que involucra a fabricantes, distribuidores, usuarios y consumidores. En 
definitiva, habría que trabajar a lo largo de esa cadena a los efectos del correcto tratamiento de todos sus eslabones. 


En este sentido, consideramos que por más que existan mecanismos para recolectar y deponer adecuadamente 
cada elemento, de poco van a servir si los usuarios o los consumidores no son conscientes de la problemática. 


Al respecto, entendemos que se debe guiar a los consumidores para que efectúen un correcto tratamiento, lo 
mismo respecto de distribuidores y fabricantes. Estos deben saber qué hacer, cómo y dónde hacerlo. 


Para llevar adelante lo expuesto, y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley N* 17.283, respecto 
a la “Educación Ambiental”, es imprescindible se realice una adecuada difusión por parte del Ministerio de Vivienda, 


Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que permita el conocimiento y la educación y que, fundamentalmente, sirva de 
guía para los diversos actores e involucrados con el sistema. 


Para ello, proponemos el siguiente artículo: 


“El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tendrá a su cargo actividades de educación, 
capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de comportamientos con la protección del ambiente y el 
desarrollo sostenible.” 


Ahora bien, a continuación proponemos una nueva disposición. 
Los comentarios son los siguientes. 


Es una práctica muy común y ya utilizada en nuestro país para fomentar la recolección de otra clase de residuos, la 
creación de estímulos por medio de los cuales se crean beneficios y estímulos a quienes se involucren en el manejo y 
disposición final de los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos o, en su caso, de residuos. 


Asimismo, el Estado debe fomentar y facilitar la creación de empresas del sector de reciclaje para residuos de 
aparatos eléctricos y electrónicos. 


Corresponde señalar lo dispuesto por el artículo 7? de la Ley N* 17.283, en el cual se establecen aquellas 
herramientas que constituyen instrumentos de gestión ambiental. Entre éstas destacamos: l) los programas, planes y 
proyectos de protección ambiental; II) los incentivos económicos y los tributos; III) las sanciones administrativas y otras 
medidas complementarias. 


Como surge de lo expuesto, y teniendo en consideración lo dispuesto por el artículo que a continuación 
procederemos a analizar, en el cual se disponen determinadas sanciones, entendemos que en cumplimiento de lo estipulado 
por nuestra ley madre, el Estado, además de establecer sanciones administrativas y otras complementarias que considere 
pertinentes, debería crear estímulos arancelarios a los importadores, productores, comercializadores de aparatos eléctricos y 
electrónicos que contribuyan a la retoma, recolección y disposición final de los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos. 


En consecuencia, proponemos el siguiente artículo: 


“Se crearán estímulos arancelarios a los importadores, fabricantes, comercializadores que lleven adelante planes y 
programas que contribuyan al correcto tratamiento de estos residuos.” 


Continuando con el estudio del proyecto de ley, vamos al artículo 13, que expresa: 


“Las infracciones a la presente ley que no deriven en afectación medioambiental serán sancionadas con multa entre 
1.000 y 5.000 Unidades Reajustables (UR). 


Aquellas infracciones que determinen impacto medioambiental serán sancionadas por multa entre 3.000 y 10.000 
Unidades Reajustables (UR).” 


Respecto a este artículo, comentamos que se debería establecer cuáles son los criterios para considerar si se 
produce afectación medioambiental o no, y cuáles para determinar la existencia de impacto medioambiental. 


Por otra parte, no se establece quién sería el sujeto pasible de ser sancionado, ni de qué depende la gradualidad 
de los montos. De la misma forma, no queda clara cuál será la responsabilidad de los propios usuarios o consumidores en 
caso de no hacer uso adecuado o disponer adecuadamente de los aparatos. 


Consideramos que sería de buena técnica que se remitiera a lo dispuesto por el artículo 15 de la Ley N* 17.283, ley 
madre en la materia. 


En este sentido, proponemos el siguiente artículo: 


“Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 15 de la Ley 
N*17.283.” 


Para finalizar, procedemos a la lectura del artículo 14 del proyecto de ley, que expresa: 


“Lo dispuesto en el artículo anterior, es sin perjuicio de lo previsto en el artículo 14 de la Ley N” 17283, de 12 de 
diciembre de 2000, así como del artículo 4? de la Ley N” 16466, de 26 de enero de 1994.” 


Al respecto, no tenemos comentarios. 
Muchas gracias por su atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la iniciativa pretende ser una ley marco y por ello no ingresa en muchos de los 
temas que ustedes han planteado, pues estos quedan librados a la decisión del Poder Ejecutivo. De todas maneras, creo que 
aquí hay elementos de aporte muy interesantes. 


SEÑOR BAYARDI.- He estado un tiempo fuera del Parlamento, pero de alguna manera quiero dejar la constancia de que la 
delegación que nos visita hace un aporte muy interesante al tema que hoy nos ocupa. 


Más allá de tener una posición primaria como explicara anteriormente al Presidente Derrégibus— sobre la necesidad 
de la reglamentación de la llamada ley madre, la Ley N* 17.283, debo señalar que me parece correcta la posición del señor 
Presidente de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, pues la reglamentación de la norma es potestad del 
Poder Ejecutivo, pero el envío de la versión taquigráfica quizás pueda dar lugar a que se tome iniciativa en ese sentido. 


En mi opinión, estamos ante un aporte trascendente sobre un tema en el que han trabajado. Reitero que hoy me 
reintegré al Parlamento y me encuentro sorprendido, pues estuve quince años en este ámbito y debo resaltar el hecho de que 
se presente una iniciativa tan completa a la hora de analizar una propuesta. 


De todos modos, quiero plantear algunas cuestiones que tienen que ver con lo siguiente. Se hace referencia a la 
aplicación de las directivas de la Unión Europea sobre restricciones de ciertos usos de sustancias peligrosas, después se 
realiza un comentario y luego una propuesta. En el comentario se expresa que sería adecuado que para aquellos 
productos provenientes de diversos países —estamos hablando de los que no integran la Unión Europea- se exigiera el 
cumplimiento de normas de calidad y de control propias de dichos países, pero no se precisa de cuáles se trata. Si fijáramos 
el patrón de las normas de la Unión Europea —lo que me parece bien- sin que importe el país del que provengan, creo que lo 
exigido no debería estar por debajo de lo dispuesto por ellas. Digo esto porque puede haber algunos países en los que se 
elaboren productos que den lugar a la consideración que estamos haciendo y que, con marcas de fantasía, bajen las 
exigencias de las normas que pretendemos establecer como piso. 


Entonces, serán las normas de la Unión Europea u otras que aquí se determinen pero, de donde sea que 
provengan, no deberían disminuir las disposiciones medioambientales que fijáramos como patrón. 


Esta es una consideración que quería hacer, porque interpreté que las normas de control de calidad a aplicar son las 
de los países de origen de los productos. Creo que nada de lo que ingrese debe estar por debajo de las normas que sirvan 
como patrón, cualquiera sea el que se utilice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la idea del proyecto. 
SEÑOR BAYARDI.- De todas maneras esa no es la idea que, en lo personal, interpreté que estaba redactada. 


El otro aspecto que quiero plantear tiene que ver con la importación de material usado, cuya prohibición no recuerdo 
en qué artículo se establece. Más allá de que se utilice a nivel individual, a veces —hoy aquí sucede- se recibe material usado 
que no necesariamente ingresa en la esfera del comercio, sino en las donaciones que organizan algunas comunidades u 
ONG y que no están destinadas a su comercialización sino a su cesión a países del Tercer Mundo. Esto nos da lugar a 
pensar que ese puede ser un mecanismo para desprenderse de desechos; no es que esté pensando en que no es un 
mecanismo utilizado para esos fines, pero en el marco de lo que puede estar planteado, muchas veces se ve como 
cooperación. Hay organismos nacionales o instituciones no necesariamente públicas sino nacionales que, en áreas de apoyo 
a la comunidad y de solidaridad, operan en países centrales frente a otras instituciones para lograr que esas donaciones se 
realicen. 


Después habría que pensar en un mecanismo que, de alguna manera, permitiera cubrirnos de que el donante se 
está desprendiendo de desechos, pero sin obstaculizar la concreción de otras ideas. Los que estamos muy acostumbrados a 
la tecnología —entre quienes me considero- sabemos cómo se dan los cambios tecnológicos y el nivel de exigencia de 
recambio que se va produciendo. En realidad, muchas veces hay elementos tecnológicos que, aunque tengan dos, tres o 
cuatro años de vida útil, sirven para incorporar a la tecnología a sectores que están excluidos de ella. 


Estoy de acuerdo con la comercialización de elementos usados y con la restricción que se plantea -que, en algunos 
casos, existe hasta por lógica de mercado y no de contaminación medioambiental—, pero tendríamos que analizar algún 
mecanismo flexible que diera garantías con respecto a las donaciones que pudieran venir y considerar cuáles serían, 
precisamente, las que se exigirían. Digo esto porque el artículo es restrictivo, pues sólo deja limitado que se importe algo 
usado de carácter personal, pero hay que pensar en que también pueden hacerse importaciones de naturaleza colectiva. 


Estas eran las consideraciones que quería efectuar. 


SEÑOR LAPAZ.- Antes que nada, adhiero a las expresiones vertidas aquí acerca de la satisfacción que produce recibir a esta 
delegación y, además, a los fundamentos esbozados para proporcionar al seno de la Comisión de Medio Ambiente los 


elementos que nos permitan conocer la visión que se tiene de este proyecto de ley. 


El artículo 12 de la iniciativa marca un plazo de doce meses para su entrada en vigencia a efectos de organizar el 
establecimiento de este sistema de recogida. Sin embargo, en el comentario y en la propuesta de nuestros invitados no se 
hace referencia a los doce meses, sino a plazos graduables y progresivos. No me queda claro si están pensando en que ese 
plazo debe ser mayor o menor a los doce meses porque, de acuerdo con la redacción propuesta para este artículo y tal como 
está establecido, podría entenderse que comenzaría a aplicarse a los seis, a los diez o más allá de los doce meses. 


SEÑORA ARAMENDÍA.- Con respecto a la inquietud del señor Senador Lapaz, consideramos que lo fundamental es que los 
plazos sean graduables y progresivos. Ahora bien, entendemos que lo relativo al plazo -es decir, si debe ser de doce meses o 
más- será reglamentado por el Poder Ejecutivo, concretamente por la DINAMA. Tenemos idea de que cuando sus 
representantes concurrieron a esta Comisión, expresaron que el plazo de doce meses era muy corto y que se necesitarían 
alrededor de dos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así lo expresaron. 


SEÑORA ARAMENDÍA.- Si partimos de esa base, consideramos que para la aplicación de plazos graduables y progresivos 
se debería tomar en cuenta lo manifestado en su oportunidad por la delegación de la DINAMA. Seguramente, eso se vería en 
el momento de la reglamentación. 


Con relación a las exigencias de la Unión Europea, estamos de acuerdo con que se establezca una pauta en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen inconvenientes, la Mesa propone que la versión taquigráfica de 
esta sesión sea remitida al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque algunos contenidos 
tienen que ver con la ley madre y otros con el proyecto de ley a estudio. Si tomamos en cuenta los comentarios realizados y 
una futura reglamentación de la ley original, quizás no tengamos necesidad de legislar en esta materia. 


SEÑORA ARAMENDÍA.- Nos gustaría que junto con la versión taquigráfica de esta sesión, se remitiera al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente el memorando que fue presentado el 15 de julio, así como también la 
propuesta que hicimos en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente alguno. 
SEÑORA ARAMENDÍA.- Muchas gracias. 


SEÑOR LAPAZ.- Solicito que la versión taquigráfica también sea remitida a la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del 
Uruguay y a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


La Comisión de Medio Ambiente les agradece la comparecencia en el día de hoy y el trabajo meticuloso que han 
hecho. Más allá de que algunos comentarios exceden el alcance del proyecto de ley, igualmente serán tomados en cuenta 
como un insumo para el futuro trabajo de esta Comisión o para el del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Muchas gracias por el enfoque y los aportes que han realizado. 


SEÑOR MACCIÓ.- En nombre de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay y de su Comisión de Medio 
Ambiente, les agradecemos por habernos recibido y escuchado la inquietud de los diferentes sectores afectados por este 
proyecto de ley. 


(Se retiran de Sala los representantes de la 


Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 
Dese cuenta por Secretaría de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- Ha llegado a la Comisión una invitación del Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para concurrir a las actividades que se van a realizar el día 5 en Cabo Polonio, con motivo de declararlo 
incorporado al Sistema Nacional de Áreas Protegidas como Parque Nacional. 


Por otro lado, nos enviaron un Oficio de la Junta Departamental de Cerro Largo relacionado con la contaminación 
de los molinos arroceros en la ciudad de Río Branco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 52 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


